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La sociedad Chilena vive por estos días importantes procesos
de cambio social,  largamente  ansiados por  sus habitantes.
Hoy,  a  más  de  25  años  de  la  vuelta  a  la  democracia  se
experimenta un proceso de madurez ciudadana; el  Gobierno
de  Chile,  encabezado  por  Presidenta  Michelle  Bachelet,
asume el desafío de liderar cambios estructurales, orientados
a estrechar los elevados niveles de desigualdad presentes en
nuestro país; una reforma tributaria, la reforma educacional, y
la  reforma  laboral  son  algunos  ejemplos  de  los  profundos
cambios que se han impulsado, sin embargo, el proceso de
cambio  más  significativo  está  dado  por  el  recientemente
iniciado  cambio  constitucional,  una  nueva  constitución
generada  en  democracia,  que  pretende  una  amplia
participación de los ciudadanos en general,  proceso donde
por  cierto  los  pueblos  indígenas  tendrán  participación  y
opinión  activa,  pues  actualmente  se  diseña  el  “proceso
constituyente para los pueblos indígenas”, en tal sentido, el
futuro  se  muestra  esperanzador,  depende  de  nuestra
capacidad  de  manifestar  aquellas  ideas  que  en  materia
constitucional nos debieran regir. 

Como  indígenas,  hoy  estamos  ante  espacios  que  nos
permiten definir e incidir en las políticas nacionales atingentes
a la población indígena en general, ya sea interviniendo en
las modificaciones legales o en temas de acceso a recursos
naturales y proyectos ambientales.



Tal  como  lo  señaló  la  Presidenta  Michelle  Bachelet  en  su
programa  de  Gobierno  2014-2018,  queremos  un  Chile  de
todos, con los pueblos indígenas incluidos plenamente. 

Una nueva relación con los pueblos originarios deberá estar
basada no sólo los derechos individuales sino también en los
derechos  colectivos  de  los  Pueblos  Indígenas,  con  una
propuesta real de participación y superación de toda forma de
marginación,  racismo  y  discriminación.  De  allí  que  la
participación  de  los  pueblos  en  planos  históricos  de
invisibilización constituyen pasos sólidos en el reconocimiento
de las diferencias.

Reconocemos  así  que  el  Estado  y  la  sociedad  chilena
mantienen  una  deuda  histórica  con  nuestros  pueblos.  No
hemos logrado su pleno reconocimiento y por ello tenemos
grandes desafíos por delante. Que esperamos se concreten
luego del proceso constituyente enunciado.

Sin  embargo,  es  importante  aclarar  los  avances  concretos
logrados; Desde el año 1993 contamos con una Ley Indígena,
que le dio forma desde el año 1994 a la Corporación Nacional
de Desarrollo Indígena, que hoy me corresponde dirigir;  su
énfasis están dados por tres fondos que lo componen; Tierras
y  Aguas  Indígenas,  Desarrollo  Indígena  y  Cultura  y
Educación. En forma complementaria y a objeto de cumplir
con acuerdos y tratados internacionales, El año 2012 se crea
la  Unidad  de  Convenio  169,  Unidad  que  tiene  por  objeto
apoyar  la  implementación  del  Convenio  169  de  la  OIT en
Chile, teniendo entre  sus  principales  funciones,  coordinar  y



ejecutar  la  asistencia  técnica  que  requieran  los  distintos
órganos del Estado en la realización de procesos de consulta
indígena.     

En  este  sentido,  el  cumplimiento  del  Estado  chileno  de
realizar una consulta previa, libre e informada es ejemplo de
la  construcción  de  espacios  interculturales,  en  los  que,
mediante  la  participación  y  construcción  de  acuerdos
comunes,  se  han  forjado  experiencias  que  profundizan  las
bases  de  un  país  pluricultural  y  respetuoso  de  sus
diferencias.  De  hecho,  en  lo  que  va  de  gobierno  se  han
realizado tres procesos de consulta de alcance nacional y 1
en curso, los que han tenido como resultado la creación de
los  proyectos  de  ley  de  Ministerio  de  Pueblos  Indìgenas,
Consejo y Consejos de Pueblos Indígenas y el Ministerio de
las  Culturas,  lo  que  refleja  un  fortalecimiento  de  la
institucionalidad indígena en el Estado. 

Otro  avance  importante  de  CONADI,  ha  sido  la
implementación  de  la  Sub  Unidad  de  Borde  Costero,
responsable de la elaboración de los informes sobre el uso
consuetudinario que ampara y fundamenta las solicitudes de
los espacios marinos costeros que realizan las comunidades
indígenas  al  amparo  de  la  Ley  20.249  –conocida
comúnmente como Ley Lafquenche–.  Esta ley  reconoce el
derecho  que  tienen  las  comunidades  indígenas  que  han
utilizado tradicionalmente el mar y sus recursos,  mediante la
entrega  de  la  administración  de  dicha  área  del  territorio
marino a las comunidades solicitantes, lo que resguarda el
uso consuetudinario que ejercen las mismas sobre el mar, y
constituye una aplicación de la citada normativa internacional.

https://mail.google.com/mail/u/0/#m_6990781821260952289__msocom_1


A  Continuación  quiero  invitarlos  a  conocer  algunos
aspectos que vinculan la declaración de los derechos de
los pueblos indígenas, el Convenio 169 y la ley 20.249,
conocida como Ley Lafquenche. Así mismo la forma en
que  desde  Conadi  se  ha  instaurado  un  procedimiento
para respetar los estándares establecidos en los citados
cuerpos legales:

En primer  término,  debe señalarse que existe  una relación
directa  entre  la  Ley  N°20.249  y  la  Declaración  de  las
Naciones  Unidas  sobre  los  Derechos  de  los  Pueblos
Indígenas. En su artículo 25 ésta consigna que "los pueblos
indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia
relación  espiritual  con  las  tierras,  territorios,  aguas,  mares
costeros  y  otros  recursos  que  tradicionalmente  han
poseído...". Asimismo el  artículo 26 número 3 de la misma
declaración establece que debe existir  un reconocimiento y
protección jurídica de las tierras, territorios y recursos de los
pueblos indígenas, y que dicho reconocimiento debe respetar
las costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia de
la tierra de los pueblos indígenas de que se trate. Por tanto, la
ley  N°20.249,  en  tanto  entrega  en administración  espacios
costeros  marinos para  el  resguardo y  mantención  de usos
consuetudinarios  de  los  pueblos  indígenas,  no  puede  ser
ajena a tales principios. 

Ahora bien, es importante señalar que la tramitación de las
solicitudes  de  Espacios  Costeros  Marinos  de  los  Pueblos
Originarios  (ECMPO)  son  evaluadas  por  diversas



instituciones  públicas,  siendo  la  Subsecretaría  de  Pesca
(SUBPESCA) la encargada de coordinar todo el proceso. Es
por ello que la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena
(CONADI)  sólo  tiene  completa  injerencia  sobre  el  rol
específico que le corresponde por ley ejecutar: acreditar usos
consuetudinarios, consultar y evaluar plan de administración.
Así  dispuesto,  CONADI  procura  que  todo  su  accionar,  el
modo de vincularse con los pueblos indígenas, se despliegue
en un marco de respeto, participación y reconocimiento. 

Un hecho destacable de esta gestión, a la luz de los tratados
y declaraciones internacionales relacionados con el  respeto
de los derechos de los pueblos indígenas es que, con fecha 9
de  Mayo del  año  2015,  la  Dirección  Nacional  de  CONADI
emitió un nuevo instructivo interno para la elaboración de los
Informes de Uso Consuetudinario en el marco de la ejecución
de la Ley N°20.249. Respecto a éste debe enfatizarse que:

 La creación de dicho instructivo es el fruto de un trabajo
conjunto  entre  representantes  de  las  comunidades
indígenas (canalizados a través de la Identidad Territorial
Lafkenche), un grupo de académicos de la Universidad
de  Concepción,  otras  instituciones  públicas  y  la
CONADI.

 El  propósito  fundamental  de  éste  es  relevar  la
participación  en  el  proceso  de  acreditación  de  usos
consuetudinarios que CONADI ejecuta en la tramitación
de solicitudes ECMPO.



 Tanto el proceso de creación del nuevo instructivo, como
el  trabajo  específico  de  acreditación  de  usos
consuetudinarios que realiza CONADI,  son acciones y
formalizaciones  concretas  que  dan  cuenta  de  la
encarnación  del  principio  de  "participar en  la
formulación,  aplicación  y  evaluación  de  los  planes  y
programas de desarrollo nacional y regional susceptibles
de  afectarles  directamente" que  consagra  el  convenio
169 en su artículo 7.

 Le  otorga  un  mayor  valor  al  relato  en  el  proceso  de
acreditación de usos consuetudinarios.  Por tanto,  esta
incorporación es una forma de hacer efectivo (o posible)
el reconocimiento de la costumbre indígena como fuente
de derecho, consagrado en la Ley N°20.249 a través del
concepto  "usos consuetudinarios",  pero  muchas veces
obviado (o  no  reconocido)  por  las  instancias  formales
que  resuelven  el  otorgamiento  de  las  solicitudes
ECMPO.

Los  pasos  que  ha  dado  Chile  en  materia  de  derechos
indígenas han sido en diversas ámbitos, aún queda mucho
por  hacer,  sin  embargo,  se  ha  pretendido  ejemplificar
mediante una línea de acción concreta, la forma en que el
Estado  reconoce el derecho de comunidades indígenas que
han  utilizado  tradicionalmente  el  mar  y  sus  recursos,
entregando a comunidades solicitantes, la administración de
dicha área del territorio marino. De esta forma, se avanza no
solo en la implementación del Convenio 169 de la OIT, sino



también en parte de la Declaración Universal de los Derechos
de los Pueblos Indígenas. 


